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La resolución emitida en cl Expediente 00577-2015-PA/TC es aquelia que declara

INI'UNDADO cl rccurso de agravio constitucional y está conlbnnada por los votos de los

magistÉdos Sardó¡ de Taboada, Ledesma Narváez y Espinosa-Saldaña Barrera, quien l'ue

couvocado para dirimir la discordia suscitada en autos. Se dcja constancia de quc los

magistmdos coicuerdan en el sentido de1 fallo y la rcsolución alcanza los lres lolos
colformes, lal corno lo prevé el artículo I 1, primer pánafo del Reglame¡to Noú¡ativo del

Tribunal Constitlrcional en ooncordancia con cl arlículo 5, cuarto párraIo de su Ley
Orgánica. Asimismo, se adjuntan los votos singulares de los magistrados Blume Fortini y
Ferrero Costa, quien también fue convocado para dirimir la discordia suscitada en autos.
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VOI'O D¡]I, MAGIS'I'RADO SARDON DE TABOADA

Con el debido respeto. discrepo del voto delmagistrado Illume Fortini por Io siguiÉnlc

Mediatlte el reculso de agravio constitucional (RAC), la palc dcmandante solicita que
se liquiden los interescs legales conformc al a¡tículo 1246 del Código Civil, empleando
la lasa dc intcrés lcgal efectiva y no el interés legal simple.

Al respecto, debe indicarse que estc'Iribunal, mediantc cl auto cmitido cn cl Expcdicntc
221,1-20I,l-PA/TC. ha cstablccido en calidad de doctrina .)urisprudcncial vinculante,
a¡rlicable incluso a los procesos judiciales en trámite o en etapa de ejecución, c¡ue el
interés iegal aplicable en materia pensionable no es capitalizable, co[ibn¡e al añiculo
12,19 dcl Código Civil. Por tanto, el hccho de quc sc cstablezca quc la liquidación dc los
intereses iegalcs se el'ectíLe cor 'orme d la Ley de Presupuesto del Sector Público para el
año ñscal2013. a la Ley 29951 y a la Casación 5128-2013, es decir, teniendo en cuenta
1a prohibición contenida e11 el menciorado afiículo 1249 del Código Civil, no s.¡pone

clue la sentencia de vista sc esté ejecutando de mal1era del'ectuosa.

Por cstos motivos, considcro quc dcbc dcclararsc INFUNDADO cl recurso de cgra' io
constitucional presentado por la parte demandanle.
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VOTO SINGULAR DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVÁEZ

Con el debido respeto por la decisión del magistrado Blume lrorti¡i, en el presente caso
mi posición queda establecida cn los siguicntcs términos:

La recuüente a través del recurso de agravio solicita que se liquiden los intereses
legales de conformidad con e1 artículo 1246 del Código Civil. y se aplique la
tasa dc interés Icgal efectivo y no el interés legal simpie.

No obstante ello, considero que el pago de los intereses legales debe realizarsc
de conlb¡midad con el Iundamento 20 del auto emitido en el Expediente N."
2214-2011-PA/TC, publicado el 7 de julio de 2015 en el poilal web
institucional, en cl quc cl I¡ibunal Constitucional ha establecido: "[...] que el
interés legal aplicable en materia pensionaria no es capitalizablc, conformc al
aftículo 1249 de1 Código Civil", lo crLal constituye doctrina jurisprudencial
vinculaDte para todos los jueces y tribumles del país. de conibrmidad con el
articulo VI del Título Preliminar dcl Código Proccsal Constitucional, debiendo
aplica¡se, irclL¡sive, a los procesos judiciales en trámite o cn etapa dc cjccución,
cn los quc se cncuentre por deñnir la ibnna de cálcL¡lo de los intereses legales en
m¿teria pensionaria.

Por lo tanto, el que Ia resolución de fecha 3 de octubre de 2014 dcclarc NULA la
resolución dc fccha l0 de junio de 2014, a ñn de que el juez expida una nueva
resolución teniendo en cuenta cl fundamento sexto en el que se indica que
correspoÍde la aplicación al caso del interés legal simpLe, no irnplica que la
scntencia de fecha 18 de setiembre de 2012 se ejecute de manera dclcctuosa.

Por tales I'undamentos, voto por que se declare INFUNDADO el recurso de
agravio constitucional.
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA

Coincido con el voto de los magistrados Ledesma Narváez y Sardón de Taboada, en

méito a los argumentos allí expuostos.

S.

ITSPINOSA-SALDAÑA BARRERA

2 dcjulio de 2018
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VOTO DEL MAGISTRADO BLUME FORTINI

vts'r0

El recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Candelaria Feliciana
Vega Quito contra la resolución de fojas 114, de fecha 3 de octubre de 201,1, expedida
por la Sala Civil de Ia Corte Superior de Justicia de Huaura, que declaró nula la
resolución que declara infi¡ndada Ia observación de la demandante: y,

ATENDIENDO A QUE

En cl marco dc la etapa de ejecución de sentencia dcl proceso de amparo seguido
coütra la Oñcina de Normalización Previsional (ONP) se le ordenó a esta que
cumpla con eiecutar la scntcncia del Prirner Juzgado Civil, de fecha 18 de setiemb¡e
de 2012 (f: 7) que declara lundada en pafte la demanda; en consecuencia, ordena
que la demandada revise la pensión de viudez de la acto¡a durante la vigencia de la
Ley 23908 en cuanto le sea favorable, con areglo a los fundamentos expuestos, corl
el pago de las pensiones devengadas e intereses legales; improcedente la demanda
respecto a la aplicación del artículo 4 de la Ley 23908 e infundada en el extremo
que se solicita la aplicación de la l,cy 23908 cn la Resolución Administmtiva 1165,
sin costos. La sentencia quedó consentida mediante auto de fecha 2i de abril dc
20r (f. 12).

2. l,a recurrellte mediante escrito de i¿cha l5 de noviembre de 2013 (f. 98), formula
observación a la liqujdación, alegando que no se han considerado los devengados
del periodo 1984 a 1990 conforme lo sostiene el Tribunal Constilucional en los
casos de desvalo zación de la moneda en que por equidad indica se deben calcular
actualizándolos, y que para el cálculo de intereses se ha considcrado lo dispuesto
por la Nonagésima Sétima Disposición Complementa a Final de la Ley de
Presupuesto del Sector Público, no obstante que la seltencia en ejecució¡1 ordena
que se calcule los intereses conforme al articulo I246 del Código Civil concordante
con lo dispucsto cn 1a Sente¡cia 05,130-2006-PA/TC.

3. El P¡imer Juzgado Civil de Barrar¡ca, con fccha l0 de junio de 2014 (f.. 101).
declaró infundada la observación de Ia liquidación de las pensiones devcngadas con
intereses legales lormulada por la partc demandante y dispone aprobar Ia citada
liquidación efectuada por la ONP, por considerar que en cuanto al cuestioncmrentL,
de la Iiquidación dc las pensiones devengadas, que l'ueron calculadas desde el 8 dc
setienbre de 1984; es decir, desde el dÍa siguicnte de la publicación de la Ley
23908 y respecto a los i[tereses lega]es que corresponde cstablccer su pago
conforme al articulo 1246 del Código Civil, pero que por se¡ adeudos de carácter
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previsional debe daNe co¡ la limitación contenida en el afiiculo 12,19 del mismo
texlo lormativo. A su vez, la Sala supe o¡ competente declaró nulo el auto del
juzgado (l 114) y ordena que el juez expida la resolución que coüesponda
conforme a los lu¡damentos emitidos, por estimar que debe aplicarse en el presente

caso el interés simplc puesto que se trata de un caso previsional.

4. En la Resolución 0201-2007-Q/TC, el T¡ibunal estabieció que de mane¡a
excepcional puede aceptame la procedencia del recurso de agravio constitucional
(RAC) cuando se trata de proteger la ejecución en sus propios términos de

sentencias estimatorias emitidas en procesos constitucionales por parte del Poder
Judicial.

La procedencia excepcional del RAC en el supuesto tiene por finalidad restablecer
el orden jurídico constitucional, correspondiendo al Tribunal valorar el grado de

incumplimiento de las sentencias estimalorias cuando en láse de ejecución el Poder
Jr¡dicial ¡o cumple dicha l'unción. Asimismo, los órganos jurisdiccionalcs
coüespondientes se limita¡án a admitir el ¡ecurso de agravio constitucional,
teniendo este Tribunal habilitada su competencia ante la negativa del órgano
judicial, vía el recurso de queja a que se reñe¡e el aftículo 19 del Código Procesal
Constitucional.

5. Mediarlte recuNo de agravio constitL¡cional (i.' 119), la demandante solicita que la
liquidación de los intereses legales que le conesponde percibir, se efectúe conformc
a 10 dispuesto por el arlículo 1246 del Código Civil tomando eD cuenta lo dispueslo
en los precedentes de la Sentencia 05430-2005-Pd/TC.

En consecuencia, la controversia consiste en determinar si en fase de ejecución de

sentencia se desvirtuó lo decidido a favor de la ¡ecurente e11el proceso de amparo a

que se ha hecho referencia en el fundamento I sapra

7. En las Sentencias 003-2011-PA/ |C, 0004-2011-PI/TC y 0023-2013-PI/TC, sobre la
Ley dc P.esupuesto Público del año 2013, el T¡ibunal Constitucional precisó la
natumleza y alcances de las leyes de presupuesto público estableciendo,
principalmente, sus caracteristicas de especialidad y anualidad. Con relación a esto

último, especificó lo siguiente i-n su fundamento 29:

Dada la periodicidad anual de la l-ey de PresLrpuesto, toda disposición Iegal que
ella contenga, cuya vigencia superc, expresa o implicitamente, el período anual
respeclivo, o que establezca una vigencia ilimitada en el tiernpo, es per se

incompatible con el afículo 77 de la Ley Fundamental, como igualmente es

inconstittlcional, por sí mismo, que en la [,ey de Presupuesto s() regule un
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contenido non¡ativo qicno a la materia estrictamente presupueslaria

En tal sentido, es claro que el contenido de todas las nomas que regula una ley dc
presupuesto, solo tiene el¡cto durante un año; y solo debe regular la materia
presupuestada, pues son estas dos caracteristicas adicionales a su procedimiento
de aprobación las condiciones para su validez constitucional a nivel lormal.

8. La Nonagésima Sétima Disposición Compleme¡ta¡ia de la Ley de Presupuesto dei
Sector Público para el año fiscal 2013 (Ley 29951), dispone lo siguiente:

Dispóngase, a patir de la vigenci¿ de Ia presente Ley, que el i erés qüe

corresponde pagar por adeudos de carácter previsional es el interés legal fijado
por el Banco Central de Reserva del Perú. EI relerido iDterés no es capilalizable
de corrformidád con el ar1ículo 1249 del Código Civif y se devenga a patir del
dia siguie¡te de aquel en que se produjo el incumplimiento hasta el día de su
pago efectivo, sin que sea necesario que el acreedor afectado exija judicial o
cxtrajudicialmente el incumplimiento dc la obligación o pruebe haber sufrido
dano alguno. Asimismo, establézcase que los procedimientos administrativos,
judiciales en trámite o en etapa de ejecución, o cualquier adeudo previsional
pendiente de pago a la fecha, se adecuará a lo establecido en Ia presente
disposición.

9. En principio, es cla¡o que el mandato contenido en la citada disposición
complementaria estuvo vigente durante el año 2013 y por 1o tanto, solo podía tener
efecto durante dicho año. esto es desde el 1 de enero al 3l de diciemb¡e de dicho
periodo presupuestal.

10. Sin cmbargo, y como es de verse! su contenido precisa el tipo de interés aplicable a

la deuda pensionaria, es decir, no regula una materia presupueslaria, sino su
finalidad especilica es establecer la forma cualitativa del pago de intereses de este
tipo especíñco de deudas. Esta incongruencia de su contenido evidencia la
incxistencja de un nexo lógico e inmediato con la ejecución del gasto público anual
y, por lo tanto, una inconstitucionalidad de forma por la materia regulada.

l
I

11. Cabe precisar que el Sistema Nacional de Pensiones, en tanto sistema de
administració¡1 estatal de apofaciones dine¡arias pa¡a contingencias de vejez, se

solve¡ta. en pri[cipio. con la recaudación mensual de aportes a cargo de la Sunat y
Ia rentabilidad quc prcduzcan dichos fondos. A ello se adicionan los fondos dcl
tesoro público que el Ministerio de Economia y Finanzas apoita y otros ingresos
que pueda recibir el Fondo Consolidado de Reservas Previsionales.
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i2. En tal sentido, aun cuando la Ley de Presupuesto Público debe incluir el gasto que

supone la ONP como entidad pública para su funcionamiento, ello no termina por
justificar, razonablemente, ia incorporación de una disposición regulatoria de un
tipo de interés específico para el pago de la deuda pensionaria, pues la norma en si
misma escapa a la especial materia regulatoria de este tipo de leyes.

13. En otras palabras, aun cuando es cierto que la ONP como entidad estatal genem
gasto público que coresponde incluir en Ia Ley de Presupuesto (planilla de pago de

trabajadores, pago de servicios, compra de bienes, entre otros gastos); dicho gasto,

cn si mismo, no es otro que el costo que asume el Estado peruano para la
concretización dcl de¡echo fundamental a la pensión a favor de todos los
ciudadanos a modo de garantía estatal, esto en claro cumplimiento de sus

obligaciones internacionales de rcspeto de los derechos protegidos por la
Convención Americana de Derechos Humanos y de garantizar su efectividad a

través de medidas legislativas u otro tipo de medidas estatales (aficulos 1 y 2 de la
Convención Americana de Derechos Flumanos).

14. Por ello, la inclusión de una disposición quc regula Ia forma cualitativa del pago de

los intereses pensionarios no guarda coherencia con la materia presupuestal pública
a regularse a través de este tipo especial de leyes, lo cual pone en evidencia la
existencia de una infracción formal que traduce cn inconstitucional la nonagésima
sétima disposición complementaria de la Ley de Presupuesto del Sector Público
para ei año fiscal 2013, pues su texto incorpora al ordenamiento jurídico una
materia ajena a la presupuestaria como disposición normativa. Siendo ello asr', su

aplicació¡ resulta igualmentc inconstitucional.

15. En el caso de las deudas pensionarias reclamadas a propósito de los procesos
constitucionales de amparo, se adviefie la presencia de dos caracteristicas
parlicularesr a) cl rcstablecimiento dc las cosas al estado anterior. EI proceso
constitucional está destinado a restituir las cosas al estado anterior a la lesión del
derecho a la pensión, lo qüe impiica que eljuez constitucional además de disponer
la nulidad del acto u omisión lesiva, debe ordenar a la parte emplazada la emisión
del acto administ¡ativo reco¡ocie¡do el derecho a la pensión a favor del
demandante; y b) el mandato de pago de prestaciones no pagadas oportunamente.
En la medida que ei derecho a la pensión genera una prestación dineraria,
corresponde que dicha restitución del derecho incluya un mandato de pago de todas
aquellas prestaciones no pagadas en su oportunidad.

16. Esta segunda cualidad particuiar de las pretensiones pensionzuias en los procesos
constitucionales, a su vez piantea una problemática producto del paso del tiempo: 1a

pérdida del valor adquisitivo de la acrcencia dependicndo de cuán lejano se
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encuentre la fecha de la regularización del pago de la prcstación pensiona a. Esta

situación consecuencia directa del e.jercicio deñciente de las lacultades de la ONP
y, por lo tanto, es imputable exclusivamente a ella- genera en el acreedor
pensionario un grado de aflicción producto de la falta de pago de su pensión, que

supone en el ápofante/cesante sin jubilación no ¡ecibir el ingreso económico
necesario para solventar sus necesidades básicas de alimentación, vestido e incluso
salud (sin pensión no hay lugar a prestación de seguridad social), durante el tiompo
quc la ONP omita el pago y se demuestre judicialmente si tie¡e o no derecho al
acceso a la pensión.

17. El legislador mediante la Ley 28266, publicada el 2 de julio de 2004, inició la
regulación de los intereses previsionales aparejríndolos a la tasa de interés legal
lljada por el Banco Central de Reserva del Peú. La citada disposición estableció lo
siguientel

Establécese quc cl pago de devengados, en caso de que se generen para los
pensionistas del Decreto Ley N' 19990 y regímenes diferentes al Decrefo Ley N"
20530, no podrárr l'raccionarse por un plazo mayor a un año. Si se efectuara el
fracciona¡niento por un plazo mayor a un año, a la respectiva alicuota deberá
aplicársele la tasa de interés leeal fiiada por el Banco Central de Reserva del
Perú.
El Ministerio de Economía y Finanzas efectúa las provisiones presupuestales a
que haya lugar. (sic)

Como es de verse, para e1 legislador el pago de las pensiones devengadas -no
pagadas oportunamcnte producto de la demora del procedimiento administrativo de
calificación o de la rerisión de olicio que supcraran cn \u programacion
fiaccionada un año desde su liquidación, merecen el pago adicional de intereses
conforme a Ia tasa fijada por el Banco Central de Reserya del Perú. Al respecto, es

necesario precisar que el BCR regula dos tipos de tasas dc intcrés a fin de
establecer la referencia porce¡tual que corresponde imputar a deudas de natualeza
civil (tasa de interés efectiva) y laboral (tasa de interés labo¡al o nominal), esto en
virtud de lo dispuesto en el a ículo 1244 del Código Civil y el aniculo 51 de su

Lcy Orgtuica (Ley 26123).

18. Llasta aqui. lo dicho no hace más que identilicar que las deudas previsionales por
m¿rndalo del legislador, vencido cl año dc f¡accionamiento sin haberse podido
liquidar en su totalidad, genem L¡n interés por el incumplimiento, pero ¿cuál es la
naluraleza juridica del interés que generan ias deudas pensionarias?
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19. En nuestro ordenamiento jurídico, las reglas sobre el incumplimiento de
obligaciones se encuentran establecidas en el Código Civil. Estas reglas aplicables
a las relaciones entre p vados sirven de marco regulatorio general para lá
reso[¡ción de coIrflictos o incertidumbres juridicas que se planteen en el desanollo
de dichas relaciones jurídicas. Si bien es ciefo que las controversias que se evalúan
a través de los procesos constitucionales no pueden resolverce en aplicación del
Derecho Privado, ello no impide que eljuez constitucional analice dichas reglas a

fin de identiñcar posibles respuestas que coadyuven a la resolución de
controversias en las quc se encue¡tren involuc¡ados derechos fundamentales. Ello.
sin olvidar que su aplicación solo es posible si dichas reglas no contradicen los
fines esenciales de los procesos constitucionales de garantizar la primacía de la
Co¡stitución y ia vigencia efectiva de los derechos constitucionales (Artículo II del
Título Preliminar dcl Código Procesal Constitucional).

20. Asi, el artículo l2l9 del Código Civil establece cuales son los efectos de las
obiigaciones contraídas entre el acreedor y deudor:

Es efecto de las obligaciones autorizar al acreedor para Io siguiente:
1.- Emplear las medidas legales a fin de que el deudor le procure aquello a que
eslá obligado.
2.- Procurarse la prestación o hacérsela procurar por otro, a costa del deudor,
3.- Obtener del deudor la indemnización correspondiente.
4.- Ejercer los derechos de¡ deudor, sea en vía de acción o para asumir su defensa,
con excepcióñ de los que sean inherentes a la persona o cuando Io prohíba Ia ley.
El acreedor para el ejercicio de los derechos mencionados en este inciso, no
necesita recabar prcviamente autorización judicial, pero deberá hacer citar a su
deudor cn el juicio que promueva.

En la misma lírea, el artículo 1152 del Código Civil dispone lo siguiente arre el
incumplimiento de una obligación de hacer por culpa del deudor:

[...] el acreedor también tiene derecho a exigir el pago de la indemnización que

linalmente, cl aftículo 1242 del mismo código regula los tipos de intereses
aplicables a las deudas generadas en el territorio peruano. Asi:

El interés es compensatorio cuando constituye la contraprestación por el uso del
dinero o de cualquier otro bien.
Es moraforio cu¿nto tiene por fiDalidad indemnizar la mora en el pago-

w
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21. Como es de verse, nuestra legisiación civil establece como una de las

consecuencias generales del incumplimiento de obligaciones, el derecho legal a

reclama¡ una indemnización, y precisa que en el caso de deudas pecuniarias no
pagadas a tiempo, se generan intereses moratorios, cr,rya finalidad es resarcir al

acreedor por la demora en la devolución del crédito.

22. Conlorme lo hemos precisado .r¿?/a, la tutela judicial del de¡echo a la pensic,n.

genera dos mandatos, uno destinado al reconocimiento de la eficacia del derecho
por pane del agente lesivo (ONP), para lo cual se ordena la emisión de un acto
administrativo cumpliendo dicho fin; y otro destinado a restablecer el pago de la
pensión (prestación económica), lo que implica reconocer también las

consecuencias económicas generadas por la demora de dicho pago a favor del
pensionista, a través de r¡na orden adicional de pago de intereses moratorios en

contra del agente lcsivo, c¡itcrio establecido en Ia jurisprudencia del Tribunal
Constitucional desde la emisión de la Sentencia 0065-2002-PA/TC.

23. I.ls importante recordar que el derecho a la pensión es de naturaleza alimentaria. por
lo que su lesión continuada, producto de la falta de pago de la pensión, genera una
allicción negativa en los últimos años de vida del apotante/cesante sin jubilación,
dada la ausencia de solvencia económica para la atención de sus necesidades
básicas de alimentación, vestido y salud. Ds este hecho el que sustenta la orden de
reparación vía la imputación del pago de intereses moratorios.

25. Es importante dejar en claro que el hecho de que Ia ONP a propósito de un
deñciente ejercicio de sus lunciones exclusivas de caiiñcación y pago de
prestaciones pensionarias, lesionc el derecho a la pensión y como consecuencia de
dicho accionar o eventual omisión-, genere un pago tardio de dichas prestacjones,
ello en modo alguno traslada la rcsponsabilidad de dicha demora hacia el Fondo
Consolidado de Rese¡r'as Previsionales, en la medida que en los hechos, este fondo
es objeto de administración y no pañicipa ni revisa el ejercicio de las funcioDes de
la ONP, por lo que no genera ni puede generar acciones ni omisiones lesivas del
citado derecho.

24. En tal sentido, se aprecia que los intereses que provienen de las deudas
previsionales y que son consecuencia directa del pago tardío generado por el
deñciente ejercicio de las competencias de la ONP, son de natualeza
indemnizatoria, pues tienen por finalidad compensar el perjuicio ocasionado en el
pensionista por el retardo del pago de la pensión a la que tenía derecho, esto por
cumplir los requisitos exigidos por ley y que se han demosÍado en un proceso

.judicial.
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Al respecto es necesario precisar que la Ley de Procedimientos Administrat¡vos
ce¡eral (Lcy 27444), establece Ia responsabilidad pat monial de las entidades
públicas al señala¡ 1() slguiente:

Artículo 238.1.- Sin perjuicio de las responsabilidades previstas en el Derecho
corrún y en las leyes especiales, l¿s entidades son patrimonialmente responsables
frente a los administrados por los daños directos e in,¡ediatos causados por los
actos de la adDiDistración o los servicios públicos directamente prestados por

aquellas.

Artículo 238.4,- El daño alegado debc scr efectivo, valuable económicamente e

iDdividualizado con relación a un administrado o grupo de eltos.r

26. Es por ello que, únicamcnte, el citado fondo responde y debe responder a

exclusividad- po¡ el pago de la pe¡sión y/o eventuales devengados y reintegros
provenientes de un nuevo y correcto cálculo de dicha prestación, en tanto que ia
ONP dcbe responder y asumir la responsabilidad del pago de los intereses
generados por dicho pago tardio (mora), como entidad pública legalmente
compctente para calificar y otorgar el pago de pensiones del Sistema Nacional de

Pensiones, al ser la responsable de ]a lesión del de¡echo fundamental a la peÍsión.
Esto quiere decir que la ONP a través de sus fondos asignados anualmente y/o
fondos propios, es quien debe responder por el pago de los intereses generados a
p¡opósito del ejercicio deñciente de sus facultades para asumir,
independientemente, el pago de dicho adet¡do, sin que ello afecte al Fondo
Consolidado de Reservas Previsionales.

27. Ahora bien. teniendo en cuenta la naturaleza indemnizato¡ia de los intereses
previsionales, es necesario detelminar cuál es el tipo de tasa de interés aplicable
para su determinación.

28. El Banco Central de Reserr'a (BCR), por marldato del articulo 84 de la
Constitución, es el órgano constitucional encargado de regular la moneda y el
crédjto financiero. Asimismo, por mandato del articulo 124,1 del Código Civil, de la
Ley 28266 ), del Decreto Ley 25920, es el órgano estatal facultado para establecer
las tasas de interés aplicables a las deudas de naturaleza civil, previsional y laboral.

Aquí cabc puntualizar que la regulaciól del interés laboral viene a constituir la
excepción a la regla general dcl inte¡és legal, dado que por mandato del Deoreto
Ley 25920, el legislador ha preferido otorgar un tratamjento especial para el pago

' Eltexto de las normas citadas corresponde a la modificatoria introducida por el aficulo I del Decreto
Legislativo 1029, publicado el 24 dejunio de 2008.
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de intereses generados por el incumplimiento de obligaciones laborales a ñn de

evitar un perjuicio económico al empleador con relacióD a la inve¡sión de su

capital, fin constitucionalmente valioso tan igual que el pago de las deudas

laborales. Sin embargo, esta situació¡ pafticular no encuent¡a jüstiflcación simila¡
en cl caso de deudas p¡evisionales, en la medida que el resarcimiento del daño

causado al derecho a la pensión no afecta una inversión privada ni el Fondo
Consolidado de Reservas Previsionales, conformc sc ha precisado en los
considerandos 25 y 26.

29. 'leniendo ello en cuenta, se aprecia que el interés moratorio de las deudas

previsionales, en tanto el pago de pensiones no provienen de ac¡eencias producto de

un contrato suscrito a voluntad entre el Estado y el aportantc (deudas civiles), ni de

una reiación labo¡al, será aquel determinado por el Banco Central de Reserva
(BCR) a través dc Ia tasa de interés efectiva, en atención a lo establecido en la Ley
28266. Cabc indicar, que dada Ia previsión legai antes meDcionada, los intereses
previsionales lampoco se encuentran sujetos a la limitación del anatocismo
reguiado por el afticulo 1249 del Código Civil, pues dicha disposición es

exclusivamente aplicable a deudas prove¡ientes de pactos cntrc privadosl y su
hipotética aplicación para la resolución de controversias en las que se vean
involucrados derechos fundame[tales. carece de sustento constitucional y legal.

30. Del contenido de la resolución cuestionada se aprecia que el ad quem declaró nula
la Resolución 19, debido a que, a su criterio, esta no ha sido motivada toda vez que
¡o se ha fundamentado adecuadamentc cuál fue cl criterio que optó para declarar
infundada la observación del demandante.

31. Co11fo¡me lo hemos expresado en los considerandos ante orcs, la nonagésima
sétima disposición complementaria de Ia Ley de Presupuesto del Sector Público
para el año ñscal 2013 se encuentra viciada de inconstitucionalidad, razón por la
cual no resulta aplicable pam el cálculo de intereses pensionarios. En tal sentido, la
emisión de las resolucioncs de fcchas 10 de junio de 2014 y 3 de octubre de 2014
resultan nulas por haberse basado en una norma inconstitucional.

32. A 1'rn de no dilatar más la ejecución del presente caso, considero necesario ordenar
la claboración de una nueva liquidación de los inte¡eses legales corespondientes a

1a deuda pensionaria de la recurrente, con la aplicación del articulo 1246 del Código
Civil y la tasa de interés legal electiva regulada por el Banco Ce¡ltral de Reserva; y
disponer la devolución inmediata del expediente al juez de p mer grado a ñn de
que proceda a efectuar las acciones necesarias para el pago respectivo de dicha
dcuda previsional.
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Por estas consideraciones, estimo que se debe

Declarar NULAS ias resoluciones de fecha 10 de junio de 2014 y 3 de octubre de
201,1, emitidas por el Primer Juzgado Civii de Bananca y la Sala Civil de la Cote
Superior de Justicia de Huaura.

2. Declarar FUNDADA la observación de la recu¡rente respecto del pago de intereses
legales.

3. ORDENAR al juez de ejecución que adopte las medidas necesa as para Ia
deteminacióD de la liquidación de los intcrescs Iegales conespondientes a la deuda
pensionaria dc la rccurrente, aplicá[dose la tasa de interés legal efectiva.

4. DISPONER la devolució¡ inmediata del expediente al órgano de primer grado
pa¡a que se cumpla el presente mandato.

BLUME T'ORTINI

Lo que certifíco:

/::.
ORE EGUI APATA

EXP. N." 005 77-201 s-PA/TC
HUAURA
CANDELARIA FELICIANA VEGA QUITO
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con el debido respeto por mis colegas magistrados, disiento de la parte resolutiva del

voto en mayoría, emilido cn el presente proceso, promovido por doña Candclaria
lieliciana Vega Quito contra la Oflcina de Nor¡naliación Previsional, sobre derecho a Ia

pensión, en la parle que rcsuelve: "Declarar INFUNDADO el recurso de agra\io
constitucional". Ello pues, a rni juicio, Io que coffesponde es confirmar directamenle la

resolución impugnada de fecha 3 de oclubre dc 2014. que declara nula Ia rcsolución de

lecha I0 de junio de 2014, y ordena al juez expida resolución ordenando que, por

tratane dc una causa previsional. se efcctúe Ia liquidación de los intcreses legales

aplicando cl interés legal simple, lo cual no implica que la sentencia dc fccha 18 de

selieñbrc de 2012 se esté ejeculando de manera defecluosa; y no emitir
pronunciamicnto alguno sobre el reourso dc agravio constitucional, cuya concesión
habililó la intcrvención delTribunal Constilucional. Y discrepo del volo del magistrado
Blu¡ne l'orlini pucs considero que los intereses aplicables a las deudas pensionarias a

cargo del l-lslado no son capitalizables.

EI recurso de ¡gravio constitucional (RAC) en favor de la eiecución dc una

senlencia constitucional estimatoria

l. La Constitución de 1993 prescribe que el Tribunal Constituc¡onal constituye
instancia de fallo. Ya antes, Ia Constitución de 1979, por primera vez en nuestra

historia, dispuso la creación dc un ótgano od hoc, independientc del Poder Judicial,
con la tarea de garantizar Ia supremacía constitucional y Ia vigencia de los derechos
fundam€ntales-

2. EI modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por e¡ Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones, pues si bien es el intérpretc suprenro de la Constitnción. no es su

rcformador. ya que como órgano constitu;do también está sometido a ella.

3. De conformidad con los articulos l8 y 20 del Código Procesal Consritucional, el
'Iribunal Constitncional no "conccde" el RAC. Esta es una competcncia de la sala
Superior del Poder Judicial. A1 Tribunal le corresponde, una vez admitido el RAC,
conocerlo y pronunciarsc sobrc la resolución (auto o sentencia) cuestionada. Por

ende. no Ie ha sido dada la competencia de rechazar dicho rccurso, sino por el

contrario de "conocer" lo que la parte alega como un agravio que le causa

indefensión.

4. En cse sentido, correspo¡de señalar que el Tribunal Constitucional a través de su

iurisprudenc;a ha ratificado la importancia de la e1'ectividad del dcrccho que

corrcsponde a toda persona a la ejecución de las decisiones judiciales en los términos

ilül
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que fueron <iictadasl, y estableció supuestos para la procedencia del RAC que

coadyuven a dicho objetivo. Así tenemos: i) el RAC en favor de la eiecución dc una

sentencia constitucionalestimaroria emitida por el Poder Judicial (RTC 00201-2007-

Q[C); ii) el R C en favor dc la ejecución de una sentencia estimatoria emitida por

el Tribunal ConstilL¡cional (RTC 00168-2007-Q,{'C, modificada parcialmenle con Ia

src 0004-2009-PA/TC).

5. En el presente caso, nos encontramos ante un RAC planteado en Ia etapa de

ejecución de una sentencia, donde, una vez concedido y elevados los actuados al

Tr¡bunal Constitucional, corresponde a éste el análisis de la resolución materia de

impugnación y no del recurso mismo, es decir, dcl RAC. Por lo tanto, desde mi
perspectiva, la decisión debe estar reler¡da a la impugnada, confirmándola,
revocándola o an!¡lándola, según corresponda.

s.
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